 Resuelve apelación auto no admite prueba
Rad.  66594-6000-063-2015-00135-01
Acusado: Gregorio de Jesús Cardona Ramírez
Delito: Acto sexual violento 

Decisión: Confirma auto opugnado

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 
Providencia:
Auto - 2ª instancia – 27 de marzo de 2017

Proceso: 

 Penal – Confirma inadmisión de prueba sobreviniente 
Radicación Nro. :
  
 66594-6000-063-2015-00135-01
Acusado: 

 GREGORIO DE JESÚS CARDONA RAMÍREZ

Magistrado Sustanciador: 
 MANUEL YARGAZARAY BANDERA
Temas:


PRUEBA SOBREVINIENTE / NO SE CUMPLEN LOS PRESUPUESTOS / NIEGA. “Al aplicar lo anterior al caso en estudio, se tiene que la Fiscalía está acudiendo a la hipótesis del descubrimiento extraordinario o excepcional para procurar la aducción al proceso de una prueba documental, unas fotografías y un video, que no fueron descubiertos en las oportunidades procesales pertinentes, (…) Para la Sala, en el presente asunto no se cumplían con los presupuestos para que de manera excepcional, extraordinario o extemporánea pudiera aducirse al juicio las pruebas documentales solicitadas por el Ente Acusador, en atención a que dicha prueba no es algo que la Fiscalía pueda pregonar como que le era de imposible conocimiento dentro de la etapa de investigación, especialmente si se tiene en cuenta que quien suministró las mismas fue la propia víctima del delito aquí ventilado, lo que implica que durante la fase de indagación o investigación sí le era posible a la Fiscalía haber tenido acceso a los mismos de haber hecho su trabajo en debida forma. (…) [A] pesar de los argumentos expuestos por la recurrente, esta Colegiatura no evidencia la trascendencia e importancia que tiene lo pedido para llegar a una decisión final en este asunto, y mucho menos cómo ello puede reforzar la teoría del caso de la Fiscalía, lo que implica que no es realmente algo trascendente para el juicio que se sigue, especialmente cuando, como lo señaló el A quo, la defensa finalmente no presentó ni practicó la prueba de refutación que pretendía, (…)”.
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Aprobado por Acta No. 268 del 24 de marzo de 2017. H:3:00 p.m. 
Pereira, veintisiete (27) de marzo de dos mil diecisiete (2017)
Hora: 2:30 p.m. 
Radicación:
        66594-6000-063-2015-00135-01
Acusado:
 
Gregorio de Jesús Cardona Ramírez 

Delito:

Acto sexual violento
Procedencia:

Juzgado Promiscuo del Circuito de Quinchía
Asunto:
Resuelve apelación auto


ASUNTO:

Decide la Sala el recurso interpuesto por la Fiscal 29 Seccional dentro del proceso penal seguido en contra del acusado GREGORIO DE JESÚS CARDONA RAMÍREZ, frente a la decisión del señor Juez Promiscuo del Circuito de Quinchía, de fecha 22 de febrero de 2017, mediante la cual inadmitió la introducción al juicio oral, como prueba sobreviniente, de unas fotografías y un video, obtenidos en la Red Social Facebook del perfil de la Iglesia Pentecostal Unida de Colombia, y relacionados con una ceremonia religiosa realizada el 26 de abril de 2015, y que servirían para corroborar la información de la víctima respecto a la fecha en que ocurrieron los hechos y los motivos por los cuáles ella se encontraba en el lugar de los mismos. 
ANTECEDENTES:

Los hechos que se enmarcan como la génesis del proceso se encuentran contenidos en el escrito de acusación en donde presuntivamente se determina que el procesado el día 26 de abril de 2015, siendo aproximadamente las cinco de la tarde, sometió a la adolescente A.C.H.B., quien en ese día se encontraba en su residencia, a maniobras de tipo erótico sexuales en contra de su voluntad. Situación que fue relatada por la menor a su abuela la señora Lucidia Bañol de Leiva, quien el 12 de mayo de ese mismo año interpuso la respectiva denuncia penal en contra del señor GREGORIO DE JESÚS CARDONA RAMÍREZ. 

En entrevista rendida por la víctima, relató que el día de los hechos ella se encontraba junto con su hermana menor, en la casa del señor Gregorio con la finalidad de asistir a una ceremonia religiosa de la iglesia cristiana a la que pertenecen tanto ellas como el procesado, que este les ofreció alojarlas en su vivienda toda vez que ellas, junto con su abuela, viven apartadas del casco urbano y por tanto asistir a las actividades programadas ese fin de semana les quedaba algo complicado. Dice la menor A.C. que el día de los hechos el señor Gregorio la llamó a su habitación y le pidió que le ayudara a pasar una música de su celular al de él, y cuando se encontraba haciendo esto, la tiró encima de la cama y procedió a subirle la falda y quitarle la ropa interior al tiempo que se recostaba sobre ella, lastimándole la vagina con la cremallera del pantalón, razón por la cual él se levantó y procedió a bajárselo junto con los bóxer, para así recostarse nuevamente sobre ella y empezar a manipular su pene contra su vagina, como intentando penetrarla. Dice la joven que en ese momento sonó el timbre de la puerta, por lo que él procedió a levantarse y subirse la ropa rápidamente para ir a abrir; tiempo que fue aprovechado por la menor para organizarse las ropas y tratar de huir del lugar, sin lograrlo ya que él le impidió salir de la vivienda. Posteriormente, tal como se había comprometido con su abuela, las llevó a donde vivían, pero sin hacer ningún tipo de comentario sobre lo ocurrido esa tarde. 
LA ACTUACION PROCESAL:

El 27 de noviembre de 2015, el Juzgado Promiscuo Municipal de Quinchía, por petición de la Fiscalía, expidió orden de captura en contra del señor GREGORIO DE JESÚS CARDONA RAMÍREZ, como presunto responsable del delito de acto sexual violento; misma que se hizo efectiva el 7 de febrero de 2016, llevándose a cabo las audiencias de control de garantías al día siguiente ante el juzgado ya mencionado, despacho que declaró legal captura, y ante el cual al indicio se le formuló imputación por el delito de acto sexual violento, cargos que no fueron aceptados por el procesado a quien se le impuso medida de aseguramiento de detención preventiva en establecimiento carcelario. 
El 6 de abril de 2016 la Fiscalía presentó escrito de acusación cuyo conocimiento le correspondió al Juzgado Promiscuo del Circuito de Quinchía-Risaralda, quien procedió a fijar y realizar las vistas públicas de acusación y preparatoria
. 

El 28 de noviembre de 2016 se dio inicio al juicio misma que fuera suspendida al día siguiente, cuando aún no se habían agotado las pruebas de la Fiscalía, frente a la petición de la defensa para traer una prueba de refutación en cuanto al testimonio de la menor, prueba que aún no había sido puesta a disposición por la autoridad eclesiástica encargada de expedirla. En ese orden de cosas, se accedió a lo pedido, programándose como fecha para la continuación de la diligencia 22 de febrero de 2017, fecha en que se reanudo el juicio, sin que se practicara la prueba de la defensa, ya que la persona con quien se iba a introducir un documento señaló no estar interesada en comparecer a la diligencia. 

Dado lo anterior, se siguió con el juicio oral y se le concedió la palabra a la representante del Ente Acusador para que continuara con la práctica de sus pruebas, sin embargo, lo que hizo fue solicitar que se le permitiría introducir como pruebas sobrevinientes unas fotografías y un video que fueron bajados de la red social Facebook, aunque de allí ya fueron eliminados, perteneciente a la Iglesia Pentecostal Unida de Colombia y relacionados con la posesión del señor Jorge Alberto Hernández como Pastor de la Vereda Piedras; ello con el fin de corroborar la información dada por las joven víctima, respecto a las razones por las cuáles el día de los hechos permaneció en la iglesia y en la casa del procesado, pruebas que además estaban relacionadas con el tema de la refutación que pretendía hacer la defensa respecto de la fecha mencionada por ella como de la ocurrencia de lo denunciado. Indicó además que tales elementos le eran desconocidos a la Fiscalía y le fueron puestos a disposición por parte de la adolescente víctima ese mismo día, lo que hizo haciéndole entrega de ello al investigador John Faber Toro, quien ya está citado a juicio y con quien se ingresarían esas pruebas, igualmente para ampliar la declaración de la menor víctima. 
Escuchado lo pedido, se concedió la palabra al representante de la víctima para que se pronunciara frente a ello, señaló que no se opone a que las mismas sean traídas al juicio si con ello se ve reforzada la teoría del caso de la Fiscalía, pero siempre y cuando para su obtención se evidencia que se respetaron las ritualidades propias de la recolección de pruebas y que realmente se trate de una prueba sobreviniente. 
En igual sentido la Defensora del señor GREGORIO se pronunció solicitando no acceder a lo pedido por la señora Fiscal, por considerar que en el presente caso no se cumplen los requisitos de una prueba sobreviniente, pues esos elementos pudieron ser conocidos por parte del Ente Acusador en su trabajo investigativo y por ende era factible de ser allegada a tiempo al proceso. Para reforzar su argumento, citó una jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Penal del 18 de junio de 2016 sin señalar el radicado, con el fin de que mediante los aparte que le leyó se evidenciaría que no solo se debe alegar el desconocimiento del medio de prueba sino la imposibilidad de haberlo conocido con anterioridad, ello independientemente, de que quien lo solicite en el juicio no sea el mismo funcionario que estuvo en la fase de instrucción de la investigación penal. 
Escuchadas las partes el juez procedió a resolver. 

EL AUTO OPUGNADO:

Como ya se indicó, se trata de la decisión adoptada el 22 de febrero de 2017 por parte del Juez Promiscuo del Circuito de Quinchía, por medio de la cual decidió no acceder a lo pedido por la Fiscalía por considera que los mismos en realidad no son significativos ni aportan elementos o hechos nuevos a la teoría del caso de la Fiscalía, además no explica realmente por qué no los tenía,  entonces lo que se evidencia es con ello lo que pretende es reforzar el testimonio rendido por la víctima, en lo que tiene que ver con la ceremonia religiosa a la cual dice haber asistido el día de los hechos. Bajo esa óptica, lo pretendido por la Fiscalía resultaría importante si la Defensa hubiese presentado la prueba de refutación que pretendía traer a juicio, pero como desistió de la misma no se evidencia la importancia de establecer si ese domingo se realizó una ceremonia de despedida o una posesión, ya que se tiene el testimonio de la víctima respecto al tema, la cual será apreciada de acuerdo a las reglas de la sana critica al momento de tomar la decisión. 
Adicionalmente, señaló que contrario a lo dicho por la Fiscalía, las pruebas que se quieren aportar no pueden considerarse como sobrevinientes e imposibles de ser conocidas con anterioridad por el Ente Acusador, ya que ello es algo a lo que pudo acceder dentro de sus labores investigativas, especialmente cuando es la misma víctima quien las está aportando, lo que indica que durante sus entrevistas pudo llegar a hablar sobre ello. 

Con base en lo anterior, el señor Juez Promiscuo del Circuito de Quinchía, decidió negar la solicitud de admitir como pruebas sobrevinientes las fotos y el video que pretende introducir la Fiscalía. 
Frente a tal determinación la Fiscalía interpuso el recurso de apelación que sustentó inmediatamente. 
LA ALZADA:
El representante del Ente Acusador empieza por señalar que hace apenas dos días atrás fue que se enteró de la existencia de las fotografías y el video, al igual que la Iglesia Pentecostal Unida de Colombia tenía una página en Facebook donde subía ese tipo de archivos de sus actividades, cuando le informaron que a pesar de ya no estar laborando en Quinchía prestaría apoyo para ese juicio, por ende para la Fiscalía es una prueba nueva. Además, si bien es cierto que la Defensora ha retirado su solicitud de prueba de refutación, sí hubo una argumentación suficiente por su parte, cuando la solicitó, por tanto la prueba que se pretende introducir resulta pertinente ya que con ella se demuestra que el día en que ocurrió el abusó de que fue víctima la adolescente Aura Cristina, ella se encontraba en unas ceremonias de la iglesia a la que asistía, que una se realizó al 25 y la otra el 26 abril de 2015, y por esa razón se quedó en la casa del procesado. Lo anterior resulta importante para la teoría del caso de la Fiscalía ya que el señor Luis Alfonso Cardona Tamayo dijo en su testimonio no recordar qué pasó el 26 de abril de 2015, pero si estar seguro de que la posesión del Pastor de la Vereda Piedras se había producido el 27 de ese mismo mes y año, y fue sobre ese argumento que la defensa erigió su argumentación para pedir la prueba de refutación, a fin de demostrar que ese día de los hechos no se había realizado ninguna ceremonia de posesión como lo indicó la víctima. De allí que al ponerse en tela de juicio la ocurrencia del hecho, la víctima haya recordado la existencia de la página y que allí habían unas fotos que probaban que efectivamente ese 26 de abril de 2015 se realizó una celebración religiosa relacionada con el Pastor Jorge Alberto Hernández. Cita el inciso 2º del artículo 344 del C.P.P. para señalar que la prueba solicitada resulta significativo para la Fiscalía ya que con ella se determina el día, la fecha y el motivo por el cual la menor víctima se encontraba en el municipio de Quinchía, en la iglesia pentecostal alrededor de unos hechos que rodean su denuncia sobre el abuso sexual. Son elementos que respaldarán el testimonio de la ofendida y no como unas pruebas que debió recaudar la Fiscalía con anterioridad ya que desconocía la existencia tanto del perfil en Facebook de esa iglesia como el hecho de que allí se hacían publicaciones relacionadas con sus eventos, entonces no es viable afirmar que debía haberse recolectado esa prueba en la etapa de investigación, porque como ya lo ha indicado no se tenía conocimiento de que tal cosa existiera. Entonces, lo que pretende la Fiscalía con lo pedido es acreditar que si hubo unas circunstancias que rodearon ese abuso sexual, que sí existió la situación descrita por la víctima y que se acredita con esos elementos que insiste no eran conocidos por el investigador ni por el ente acusador y que apenas ese día fueron puestos a su disposición por parte de la víctima quien las copió de esa red social. 
Con todo lo dicho, considera la recurrente que es significativo y por tanto pertinente su introducción al juicio oral de las fotos y el video, pues con ello se demuestran las circunstancias que rodearon la ocurrencia del hecho denunciado y ese va a ser un tema de debate en todo lo que resta de juicio oral. 
Representante de la víctima como no recurrente, reitera lo dicho en su anterior intervención, y dice que se necesita conocer la verdad dentro de este asunto, y si la señora Fiscal necesita reforzar el testimonio de la víctima frente a lo acontecido y ello ha de servir para desvirtuar la presunción de inocencia del señor Gregorio, debe ser admitida, especialmente si se tiene en cuenta que finalmente quien la apreciará y determinará qué tan contundente es la misma es el Juez de la causa. 
Defensora como no recurrente, de entrada solicita que se confirme la decisión del A quo, cita el inciso 3º del artículo 344 del C.P.P. señalando a partir de ello que lo pedido por la Fiscalía parece tener como única finalidad reforzar lo dicho por la menor ofendida y no aportar nada nuevo al proceso. Reitera que se tenga en cuenta la sentencia de la Sala de Casación Penal que citó en su anterior intervención, destacando que uno de los requisitos de la prueba sobreviniente es que se acredite la imposibilidad de haber encontrado la misma con anterioridad, situación que acá no se da porque se están hablando de elementos que están en una red social pública y que además tienen más de dos años de estar allí, por tanto era deber del investigador en la etapa de indagación haber buscado eso que le servía para reforzar el testimonio de la víctima, especialmente cuando ella tenía conocimiento de la existencia de tal cosa, sin que ello sea responsabilidad de la Fiscal en esta instancia judicial. 
CONSIDERACIONES:
Competencia:

La Sala se encuentra habilitada funcionalmente para desatar el recurso de apelación interpuesto en contra de la decisión del juzgado mencionado, acorde con lo establecido en el numeral 1º del artículo 34 del C.P.P.
Problema jurídico:

El problema jurídico a resolver por parte de la Sala, consiste en determinar: ¿si es viable en esta etapa de juicio oral admitir la introducción como prueba sobreviniente de unas fotografías y un video obtenido por la adolescente A. C. H. B. del perfil en la red social Facebook de la Iglesia Pentecostal Unidad de Colombia a la que ella pertenece, y que dan cuenta de la ceremonia realizada en el municipio de Quinchía el 26 de abril de 2015? 
Solución:
Para poder solucionar el problema jurídico propuesto, la Sala como punto de partida tendrá en cuenta que acorde con la adopción del sistema penal acusatorio se dio una variación en lo que atañe con el aspecto probatorio, ya que en cumplimiento de los principios rectores de la publicidad, concentración, contradicción e inmediación se estableció que el juicio seria el escenario en el cual se centraría la práctica probatoria, pero para que una prueba pueda ser debatida en juicio se establecieron una serie de cargas que previamente las partes deberían cumplir, entre las cuales se encuentra el deber de descubrimiento, tanto es así que por regla general, acorde con lo establecido en el artículo 346 C.P.P. una prueba no descubierta en su debido momento no podrá ser aducida ni practicada en el juicio.
Por lo tanto, para determinar cuándo es procedente la sanción procesal consagrada en el artículo 346 C.P.P. es pertinente establecer a partir de qué momento las partes que intervienen en un proceso tienen que cumplir con sus deberes de descubrimiento probatorio. Así tenemos que en caso de la Fiscalía, dicho deber de descubrimiento se da a partir de la presentación del escrito de acusación y se efectiviza durante la audiencia de formulación de la acusación, sin que con ello se desconozca que en el devenir de las audiencias preliminares, en especial cuando la Fiscalía pretenda endilgarles cargos a un ciudadano o solicitar la imposición de una medida de aseguramiento, también le asiste la obligación de descubrir los elementos materiales probatorios con los que pretenda soportar la inferencia razonable de autoría en contra del indiciado.

De igual forma a la Defensa le asiste el deber de descubrimiento probatorio, el cual tendrá ocurrencia en la audiencia preparatoria.

Pero lo anterior es la regla general, la cual admite un par de excepciones en virtud de las cuales a pesar de haberse agotado las fases procesales en las que la Fiscalía o la Defensa podían descubrir y solicitar la práctica de pruebas, de manera excepcional dichos sujetos procesales pueden hacer uso de las aludidas facultades de descubrimiento probatorio, sin asumir las sanciones procesales del artículo 346 C.P.P. en los siguientes eventos: 
1) Las hipótesis de descubrimiento extraordinario o excepcional regulada en el inciso 3º del articulo 344 C.P.P. la cual se presenta cuando las partes descubren y solicitan la práctica de unas pruebas de las cuales solo vinieron a enterarse de su existencia durante el devenir o el acontecer del juicio, como bien sucedería en los eventos de las pruebas sobrevinientes. 
Frente a lo anterior, bien vale la pena traer a colación lo que en tal sentido ha opinado la Corte de la siguiente manera:

“Obsérvese cómo, el trámite de descubrimiento previo al juicio en las oportunidades indicadas para esto, hace parte del debido proceso probatorio y repercute seriamente en el derecho de defensa, por ello, se reitera, la consecuencia de su inobservancia, no puede ser otra que el rechazo del medio solicitado, salvo los casos de “prueba sobreviniente”, cuyo decreto excepcional en el juicio fue concebido, no para cambiar la forma en la que se preparó la incorporación y práctica de las pruebas decretadas, ni con el fin de revivir oportunidades procesales fenecidas, sino para no privar a las partes de ofrecer el conocimiento contenido en aquel medio que siendo pertinente, conducente y útil, (i) surge en el curso del juicio, bien porque se deriva de otra prueba allí practicada y ello no era previsible, o porque en su desarrollo alguna de estas encuentra un elemento de convicción hasta ese momento desconocido; (ii) no fue descubierto oportunamente por motivo no imputable a la parte interesada en su práctica; (iii) es “muy significativo” o importante por su incidencia en el caso; y, (iv) su admisión no comporta serio perjuicio al derecho de defensa y a la integridad del juicio.”
 

2) La hipótesis del descubrimiento extemporáneo, consagrada en la parte final del articulo 346 C.P.P. en la que la parte puede solicitar la práctica de una prueba conocida o que eventualmente podía conocer, la que no fue descubierta en las oportunidades procesales pertinentes, siempre y cuando demuestre que no se le puede imputar ningún tipo de responsabilidad ante tal omisión.

Al aplicar lo anterior al caso en estudio, se tiene que la Fiscalía está acudiendo a la hipótesis del descubrimiento extraordinario o excepcional para procurar la aducción al proceso de una prueba documental, unas fotografías y un video, que no fueron descubiertos en las oportunidades procesales pertinentes, lo que fundamenta en el argumento consistente en que dicha evidencia fue puesta en conocimiento de la Fiscalía por parte de la adolescente A. C. H. B. con posterioridad a que la defensa del señor GREGORIO CARDONA RAMÍREZ solicitara presentar como prueba de refutación de su testimonio, una certificación y el testimonio de un pastor de la iglesia Pentecostal Unida de Colombia, en relación con los motivos por los cuales el día en que sucedieron los hechos por ella denunciados, se encontraba en el municipio de Quinchía y más precisamente en la casa del denunciado; prueba que finalmente no se practicó. 
Para la Sala, en el presente asunto no se cumplían con los presupuestos para que de manera excepcional, extraordinario o extemporánea pudiera aducirse al juicio las pruebas documentales solicitadas por el Ente Acusador, en atención a que dicha prueba no es algo que la Fiscalía pueda pregonar como que le era de imposible conocimiento dentro de la etapa de investigación, especialmente si se tiene en cuenta que quien suministró las mismas fue la propia víctima del delito aquí ventilado, lo que implica que durante la fase de indagación o investigación sí le era posible a la Fiscalía haber tenido acceso a los mismos de haber hecho su trabajo en debida forma. 
Así entonces, no es posible decir que esas fotografías y el video que dan cuenta de la ceremonia realizada en la sede de la Iglesia Pentecostal Unida de Colombia el día 26 de abril de 2015 fueran imposibles de tener en cuenta por parte de la Fiscalía durante los momentos procesales oportunos para pedirlas, lo que implica que lo pretendido ahora es que bajo la figura de la prueba sobreviniente se corrija el olvido en que incurrió tanto el investigador del ente acusador como la propia víctima que sabiendo de la existencia no solo del perfil en la red social Facebook de la iglesia a la que pertenece, sino también de lo que allí se pública, guardó silencio y no informó de ello a tiempo, para que fueran incluidas por la Fiscalía al solicitar las pruebas a hacer valer dentro de este proceso, recordando su existencia al momento en que la Defensa solicitó se le permitiera allegar una prueba de refutación al considerar que tenía con qué demostrar que la ceremonia a la que hizo alusión la adolescente en su testimonio no tuvo lugar ese día sino el siguiente. Lo que deja claro que si esas pruebas no fueron llevadas a juicio de manera oportuna fue por un error de quienes ahora pretenden su introducción, la Fiscalía por no haber ahondado en el tema de esa ceremonia religiosa y la víctima por no haberle comunicado al ente acusador de manera oportuna la existencia de esos registros visuales.
Para concluir este punto, también es necesario señalar que a pesar de los argumentos expuestos por la recurrente, esta Colegiatura no evidencia la trascendencia e importancia que tiene lo pedido para llegar a una decisión final en este asunto, y mucho menos cómo ello puede reforzar la teoría del caso de la Fiscalía, lo que implica que no es realmente algo trascendente para el juicio que se sigue, especialmente cuando, como lo señaló el A quo, la defensa finalmente no presentó ni practicó la prueba de refutación que pretendía, lo que implica que no vayan a ser tenidos en cuenta sus reparos frente al tema de si el día de los hechos en la sede del municipio de Quinchía de la Iglesia Pentecostal Unidad de Colombia, se llevó a cabo una ceremonia de posesión o de despedida de un pastor . 
En conclusión, este Colegiatura confirmará la decisión adoptada por el Juez de primer nivel respecto a lo solicitud que le hiciera la Fiscal 29 Seccional dentro de este asunto. 

Por lo anteriormente expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal,

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR la decisión tomada por parte del Juzgado Promiscuo del Circuito de Quinchía el 22 de febrero de 2017 frente a la solicitud de la Fiscalía de introducir al juicio oral como prueba sobreviniente unas fotografías y un video obtenidos del perfil de la red social Facebook de la Iglesia Pentecostal Unida de Colombia, relacionados con una ceremonia religiosa llevado a cabo en ese municipio el día 26 de abril de 2015, ello por las razones expuestas en precedencia.

SEGUNDO: Devolver el expediente al despacho de origen para que se continúe con el trámite dentro de la causa penal. 

Esta decisión queda notificada en estrados y contra ella no procede ningún recurso.
CÚMPLASE:
MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado 

� No se pone información sobre las fechas en que se llevaron a cabo las audiencias de acusación y preparatoria ya que no están consignadas en el expediente las actas de las mismas y tampoco se adjuntaron los audios de las mismas. 


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, AP1083-2015 Radicación # 44238, M.P. JOSÉ LEÓNIDAS BUSTOS MARTÍNEZ. 
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